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RESUMEN

El Código Orgánico General de Procesos (COGEP) establece la audiencia como procedimiento para la administración 
de justicia, que exige de los abogados, un nuevo comportamiento procedimental en la presentación de las pruebas. Este 
estudio cualitativo de revisión bibliográfica sistematizado a través de los métodos histórico-lógico, revisión documental, 
hermenéutico y análisis–síntesis, tiene como propósito desarrollar algunas consideraciones en torno a la prueba en este 
nuevo código. Entre los principales hallazgos se encuentran: la existencia de evidencias que demuestran que la prueba 
ha estado presente en los procesos judiciales desde antes de nuestra era; la que tiene como propósito llevar al juzgador 
al convencimiento de los hechos y circunstancias; el anuncio en la demanda de todas las pruebas e inclusión de los do-
cumentales; para ser admitida la prueba debe ser pertinente, útili y conducente; para que las pruebas sean apreciadas 
por la o el juzgador deberán solicitarse, practicarse e incorporarse dentro de los términos señalados en el COGEP; las 
partes tienen derecho a conocer oportunamente las pruebas que se van a practicar, oponerse de manera fundamentada 
y contradecirlas; la prueba nueva puede ser introducida hasta antes de la convocatoria a la audiencia de juicio.

Palabras clave: Prueba, audiencia, COGEP.

ABSTRACT

The General Organic Code of Processes (COGEP) establishes the audience as a procedure for the administration of justice, 
which requires from lawyers, a new procedural behavior in the presentation of evidence. This qualitative study of systema-
tized bibliographical review through historical-logical methods, documentary review, hermeneutics and analysis-synthesis, 
has the purpose of developing some considerations about the evidence in this new code. Among the main findings are: the 
existence of evidence that shows that the evidence has been present in judicial processes since before our era; the one that 
has as purpose to take the judge to the conviction of the facts and circumstances; the announcement in the demand of all the 
evidences and inclusion of the documentaries; to be admitted the evidence must be pertinent, useful and conducive; for the 
evidence to be appreciated by the judge or judge must be requested, practiced and incorporated within the terms indicated 
in the COGEP; the parties have the right to know in a timely manner the evidence that is going to be practiced, to oppose in 
a well-founded manner and to contradict them. The new evidence can be introduced even before the call for the trial hearing. 

Keywords: Evidence, audience, COGEP.
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INTRODUCCIÓN

El COGEP establece la oralidad en todas las materias de 
la actividad procesal, excepto la constitucional, electoral 
y legal (Caranqui, 2017), se elimina así el viejo sistema 
judicial francés basado en la palabra escrita que impe-
ró durante siglos en el país, desde la fundación de la 
República del Ecuador. 

Entre las ventajas reconocidas a la audiencia están: me-
nor formalidad; mayor celeridad; sencillez; reducción de 
las notificaciones, citaciones y otras diligencias; pero 
sobre todas la relación directa que se establece entre el 
juzgador y las partes, lo que facilita profundizar en cual-
quier aspecto que suscite duda, las alegaciones de los 
abogados por hacer valer su verdad a través de las prue-
bas; el juez se convierte en un verdadero protagonista 
dentro del proceso, puede captar con facilidad a quien 
le asiste la razón en el debate; se suprimen incidentes, 
que se resuelven, en su mayoría, en una misma audien-
cia, hay menos recursos, se logran mucho más acuerdos 
y transacciones que eliminan procedimientos (Ramírez-
Bejerano, 2010; Ecuador. Escuela de la Función Judicial, 
2015; Prado-Bringas, 2018).

Este nuevo sistema por audiencias demanda un cambio 
de mentalidad y actitud de los abogados, exige de ellos 
un nuevo comportamiento procedimetal en la presenta-
ción de la demanda, que debe contemplar entre otros 
aspectos el anuncio de todas las pruebas que se preten-
den hacer valer en el juicio para poder lograr una sen-
tencia a favor de la parte representada, lo que diferencia 
sustancialmente la manera de proceder con relación al 
anterior sistema en el que se debía esperar la apertura 
del término probatorio para presentar las pruebas (Torres-
Hermosa, 2017).

Aspecto que necesita ser interiorizado por todos los abo-
gados para que el proceso se efectúe apegado a la rea-
lidad; pues aún se observa en algunos juicios que no se 
suministra el suficiente material probatorio al juez. No se 
puede olvidar que una de las funciones de la prueba es 
precisamente lograr trasladar todas las debidas eviden-
cias de los hechos al proceso, para de esta forma evitar 
el innecesario perjuicio de la parte representada por falta 
de pruebas o insuficiencias en ellas. 

La presente investigación tiene como propósito abordar 
esta problemática de vital importancia; para así contribuir 
a la comprensión de esta nueva manera de actuacción 
que facilita el cumplimiento de los principios del COGEP, 
toda vez que la prueba oportuna y suficiente permite la 
inmediación, la concentración, la economía y la celeridad 
del proceso judicial.

DESARROLLO

Diversas investigaciones internacionales y nacionales 
se han dedicado al estudio de la prueba en los sistemas 
judiciales; entre los primeros podemos citar autores ta-
les como: Alcalá-Zamora (1964); Márquez (2016); Gaitán 
(2017); Gordillo (2017); Wach (2017) y Ferrer (2017), los 
que consideran la prueba como elemento fundamental en 
el proceso judicial, que permite al juzgador el mejor acer-
camiento a la administración de justicia de manera impar-
cial. Destacan en sentido general, las características que 
ha de tener para su admisión: pertinencia, conducencia y 
utilidad; parámetros fundamentales para la admisión.

Los investigadores ecuatorianos: Vega (2016); García-
Falconí (2016; 2017); Garrido (2016); Hidalgo (2016); 
Illescas (2016); Sanabria-Orna (2016); Guarderas (2017); 
Castañeda (2018); Correa (2018); y Galarza-Basantes 
(2018), entre otros, observan en sus estudios elementos 
constitucionales y límites de la prueba, que constituyen 
los pilares sobre las cuales se apoya el debido proceso y 
por consiguiente, la seguridad jurídica; que son la garan-
tía de un estado de derecho como guía de la administra-
ción de justicia. 

Tomando como base estos antecedentes teóricos, la 
Constitución de la República del Ecuador y el COGEP 
realizamos el estudio de tan importante, actual y nece-
sario asunto, en marcado en los profundos cambios del 
sistema judicial.

Comenzaremos por lograr un acercamiento al concepto 
de prueba que se avenga al propósito de este estudio, 
toda vez que el COGEP no establece esta definición. En 
este empeño se consultaron conceptos dados por espe-
cialistas en el tema de derecho. Illescas (2016), considera 
que para un mejor entendimiento del concepto de prueba 
en el contexto del sistema jurídico es necesario estudiarla 
desde dos perspectivas, la general y la jurídica.

Según Sentis Melendo, citado por Cornejo (2014), la pa-
labra prueba, deriva del término latin “probatio” o “proba-
tionis”, que proviene del vocablo “probus” que significa: 
bueno; de lo cual se deduce que todo aguello que resulta 
probado es bueno y se ajusta a la realidad.

Cardoso (1986) considera que “probar es demostrar 
a otro la verdad de algo. Para hacerlo se acostumbra a 
usar medios habitualmente considerados aptos, idóneos 
y suficientes. La persona ante quien se exhiben interviene 
como crítico, para establecer, mediante un proceso de su 
propia razón, si son o no suficientes, pertinentes, aptos, 
idóneos y adecuados para demostrarle la verdad que 
quiere dársele. Si la admite, se dice entonces que ha ob-
tenido convicción, la cual no es otra cosa sino la certeza 
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de estar acordes su verdad interna o subjetiva con la ver-
dad externa u objetiva que se desprende de los medios 
expuestos”. (p.5)

Por su parte García-Falconí (2017), estima que la prueba 
es la acción y efecto de probar; y probar significa demos-
trar la certeza de un hecho o la verdad de una afirmación.

Siguiendo este orden de ideas Cornejo (2014), significa 
que la prueba no consiste en averiguar sino en verificar. 
Averiguar, según el mismo autor, significa tender, ir, cami-
nar, hacia algo en este caso la verdad; mientras que ve-
rificar se refiere a hacer o presentar como verdad, como 
cierto.

A través del análisis de estos conceptos se puede con-
cluir que la prueba nace de la necesidad y obligación de 
hacer tangible lo que se dice o afirma, para persuadir de 
la verdad de los hechos o circunstancias al otro, que de-
berá por su propio razonamiento llegar al equilibrio entre 
la verdad objetiva y la verdad subjetiva. 

Pero, ¿qué se entiende por prueba en el contexto jurídico?

La prueba en el mudo del derecho es contemplada inclu-
so desde el Código de Hammurabi, en el año 1700 (a.c.), 
cuyo numeral 101, basado en la ley del talión, confería la 
facultad de imponer tratos crueles e incluso la muerte a la 
persona que cometiera un delito, a menos que aportara 
prueba que demostraran su inocencia (Zeferín, 2016).

La prueba es común a todas las ramas del derecho, con-
siste en probar los hechos, los resultados, los efectos y 
las causas de éstos,en el ámbito civil, penal, laboral, etc, 
presupuestos de contribución para que el juzgador re-
conozca o declare derechos, reconstruyendo, analizando 
los pasados y deduciendo los futuros (Illescas, 2016).

Cuando se habla de prueba en el marco del sistema judi-
cial necesariamente debe estar presente un conflicto, el 
que se somete al análisis del órgano jurisdiccional que, 
como resultado de la exposición de las partes litigantes 
inicialmente tendrá una supuesta vesión de los hechos, 
que deberá transcurrir por un proceso de convicción de-
jando atrás las apariencias hasta que aflore una realidad 
objetiva y verosímil; en este complejo tránsito, surge la 
necesidad imperiosa de la prueba (Zeferín, 2016).

Es por ello, que dentro de la ciencia procesal la prueba es 
el elemento más relevante de todo proceso, tanto es así 
que, en La Teoría de Devis-Echandia (1970) se precisa: 
“tanto vale no tener un derecho, cuanto no poder probar-
lo”. (p. 13)

Al hablar de la definición de prueba, se hace necesario 
aludir a la filiación de cada autor a una u otra escuela 

del Derecho, así como al momento histórico en que era 
formulada.

Así encontramos a Guasp (1962); y Gorphe (2014), en-
tre otros estudiosos, que consideran diferentes etapas o 
momentos históricos que delimitan el alcance y progreso 
de las pruebas en el entorno judicial o jurídico. Un primer 
momento es la llamada fase étnica, a la que el académico 
Devis-Echandía citado por Sanabria-Orna (2016), llamó 
“primitiva”. Un segundo período, al que se le llamó etapa 
religiosa o mística, que tuvo lugar con el desarrollo del 
derecho germánico y con el advenimiento del derecho 
canónico. Seguidamente se produce una etapa legal, en 
la que rigió un sistema de valoración previa de la prueba; 
un lapso posterior, delimitada por una fase científica que 
defendió la libertad en el acto de valoración de la prue-
ba, la cual impera en la mayoría de los sistemas legales 
contemporáneos. 

Científicamente el concepto de prueba está relacionado 
con los mecanismos necesarios que permiten alcanzar 
los efectos legales que la norma asocia a determinados 
supuestos de hecho. Entendiendo por norma jurídica un 
mando hipotético que regula determinadas situaciones 
abstractas; para obtener una resolución se debe probar 
que las afirmaciones o negaciones que concretamente 
afirme se subsumen en el ordenamiento jurídico invocado 
debiendo ser por ende, beneficiado con los efectos que 
la norma dispone (Galarza-Basantes, 2018).

Siguiendo esta dirección de análisis, durante los siglos 
XIX y XX, prevaleció la postura de que la prueba tenía 
el obejtivo de buscar la verdad, los estudiosos del tema 
consideraban la prueba como medios para arribar a la 
verdad o como la actividad procesal para convencer a los 
juzgadores sobre la verdad o no verdad de una alegación 
de hecho (Gómez & Quemada, 1979).

Es así, que podemos encontrar diferentes definiciones 
de prueba en el mundo jurídico. Según Vega (2016), la 
prueba es el medio, como consecuencia del acto com-
probatorio que sirve para verificar las proposiciones que 
los litigantes formulan en el juicio.

Por su parte Sanabria-Orna (2016), estima que la prueba, 
como procedimiento judicial, tiende a proporcionar al juz-
gador el conocimiento de la verdad procesal, conforme 
señala el artículo 27 del Código Orgánico de la Función 
Judicial. Es el medio idóneo para llevar a la jueza o juez a 
la certeza de la verdad, para que a través de su conoci-
miento pueda hacer justicia; sin ella el juez no tendría los 
suficientes elementos para resolver una causa (Código 
Orgánico de la Función Judicial, 2009).
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Asimismo, Galarza-Basantes (2018), expresa que “la 
prueba, como mecanismo del derecho probatorio, se erige 
así como la herramienta esencial cuya finalidad es la de 
demostrar un hecho: la que para que tenga valor y efica-
cia, deberá cumplimentar principios y exigencias formales 
y legales. Así, cuestiones tales como pertinencia, utilidad, 
necesidad, legalidad, conducencia entre otras, provocan 
en la prueba y en la actividad probatoria, un cúmulo de 
condiciones que favorecen su admisibilidad y eficacia, y 
ejercen influencia sobre la postura del juzgador”. (p. 74)

En este concpeto el autor deja expresado de forma explí-
cita que la prueba es la herramienta de esclarecimiento 
y demostración de un hecho, que influye en el juzgador 
para la toma de una decisión.

Por otra parte el procesalista Alcalá-Zamora (1964), con-
sidera que la prueba es “conjunto de actividades des-
tinadas a procurar el cercioramiento judicial acerca de 
los elementos indispensables para la decisión del litigio 
sometido a proceso, sin perjuicio de que suela llamarse 
también prueba al resultado así conseguido y a los me-
dios utilizados para alcanzar esa meta”. (p. 257)

En esta definición esta presente el carácter polisémico 
del término “prueba” considerada a veces como resul-
tado, medio o actividad. En otras ocasiones como ya 
hemos analizado se entiende como herramienta o proce-
dimiento. Criterio compartido con Márquez (2016) quien 
expresó que “el mismo vocablo puede ser utilizado para 
identificar válidamente un medio, un procedimiento y un 
resultado”. (p. 122)

De aquí la importancia que se le confiere a la delimita-
ción de la prueba en toda actividad procesal y que el 
COGEP contempla de manera particular y específica en 
su articulado, que tiene sus bases en el marco legal de la 
Costitución de la República del Ecuador.

En las últimas decadas el Estado ecuatoriano ha empren-
dido su transformación estructural, lo que consecuen-
temente demanda la modificación y modernización del 
sistema judicial, en virtud a esto se han producido sus-
tanciales cambios en el esquema jurídico del país; el 12 
de julio del 2005, la Función Legislativa expidió la Cuarta 
Codificación del Código de Procedimiento Civil que, con 
algunas reformas, se encuentra vigente; en el 2008 se 
promulga la Constitución de la República y en el 2009 el 
Código Orgánico de la Función Judicial.

Estos acontecimientos evidencian un verdadero avance 
en el sistema judicial que permite la administración de 
justicia en un marco legal más operante y democráti-
co; en un espíritu de simplificación y aceleración de los 
procesos, teniendo como base el principio de buena fe, 

lealtad procesal y no abuso del derecho (Garrido, 2016; 
García, 2017).

En la Ley de leyes ecuatoriana se asume el sistema de 
audiencias para la actividad procesal, por lo que al no 
exisitir la normativa jurisprudencial como fuentes inmedia-
tas, se imponía la necesidad de contar con una legisla-
ción congruente con lo normado, en la cual se definieran 
las facultades, deberes, derechos, obligaciones, cargas, 
etapas e impugnaciones; estableciendo conductas para 
las buenas prácticas procesales para la administración 
de justicia, con este prósito el 23 de mayo de 2016 en-
tra en vigor a nivel nacional el COGEP (Torres-Hermosa, 
2017), y con él las disposicones necesarias para el no-
vedoso sistema oral; de esta forma el sistema judicial se 
pone a tono con las exigencias sociales y las normativas 
constitucionales, dando un salto en el orden cualitativo 
para el establecimiento de un proceso judicial más justo.

Es así que la administración de justicia se libera de pro-
cedimientos tediosos y cansinos, que mantenían un sis-
tema judicial desidioso, corrupto e injusto; poniendo fin a 
la crisis del sistema escrito, sustituyéndolo por uno mixto, 
sustentado en audiencias, y las contribuciones jurídicas 
sobre el proceso de conocimiento y procedimiento ordi-
nario (Garrido, 2016). Siempre respetando las garantías 
del debido proceso, que representa el derecho a la prue-
ba que engloba a su vez una serie de garantías que los 
juzgadores deben necesariamente observar con la fina-
lidad de que sus resoluciones sean no solo legales sino 
también justas (Ponce, 2017; Gaitán, 2017). 

Tal es la importancia que el Estado le confiere a la prue-
ba para el debido proceso que en La Carta Magna de la 
República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial 
Nº 449 del 20 de octubre del 2008, en su articulado se 
hace mención de forma clara cuáles son los procedimien-
tos relativos a la prueba en los procesos del sistema legal, 
para garantizar a todos los ciudadanos el debido acceso 
y obtención de justicia. 

Al respecto en el título II relativo a los Drechos, en el ca-
pítulo sexto sobre derechos de libertad se estipula: “El 
derecho de toda persona agraviada por informaciones 
sin pruebas o inexactas, emitidas por medios de comuni-
cación social, a la correspondiente rectificación, réplica o 
respuesta, en forma inmediata, obligatoria y gratuita, en el 
mismo espacio u horario”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 
2008)

De igual forma en el capítulo octavo sobre Derechos 
de protección se establece que “en todo proceso en el 
que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 
incluirá las siguientes garantías básicas: Las pruebas 
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obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o 
la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia 
probatoria”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2008)

En estos artículos se prevé de manera explícita el dere-
cho de restitución de las personas agraviadas por prue-
bas inexactas o carentes de ellas; así como la inhabilidad 
de aguellas obtenidas de forma incostitucional o ilegal. 

Más adelante en este mismo artículo se establece en 
su numeral 7, inciso h que “el derecho de las personas 
a la defensa incluirá las siguientes garantías: Presentar 
de forma verbal o escrita las razones o argumentos de 
los que se crea asistida y replicar los argumentos de las 
otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se 
presenten en su contra”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 
2008)

De esta forma el Estado grantiza no solo el derecho de 
los ciudadanos a la defensa, sino también el derecho de 
réplica a través de pruebas. 

También, se legisla que “las víctimas de infracciones pe-
nales gozarán de protección especial, se les garantizará 
su no revictimización, particularmente en la obtención y 
valoración de las pruebas, y se las protegerá de cual-
quier amenaza u otras formas de intimidación”. Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2008)

En el Título III sobre Garantías Constitucionales, Capítulo 
primero relativo a las garantías normativas en el artículo 
86, numeral 3, se decreta: “Las garantías jurisdicciona-
les se regirán, en general, por las siguientes disposicio-
nes: 3. Presentada la acción, la jueza o juez convocará 
inmediatamente a una audiencia pública, y en cualquier 
momento del proceso podrá ordenar la práctica de prue-
bas y designar comisiones para recabarlas. Se resumirán 
ciertos los fundamentos alegados por la persona accio-
nante cuando la entidad pública requerida no demues-
tre lo contrario o no suministre información. La jueza o 
juez resolverá la causa mediante sentencia, y en caso de 
constatarse la vulneración de derechos, deberá declarar-
la, ordenar la reparación integral, material e inmaterial, y 
especificar e individualizar las obligaciones, positivas y 
negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial, 
y las circunstancias en que deban cumplirse”. (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2008)

La prueba adquiere relevante importancia para las gra-
tías jurisdiccionales,en tal sentido los juzgadores tiene 
poevidencead en cualquier momento del proceso legal 
de ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones 
para recabarlas.

El articulado de la Carta Magna del Ecuador constituye el 
marco legal en el que se sustentan las prerrogativas del 
COGEP relativas a la prueba.

La Asamblea Nacional, de conformidad con las atribucio-
nes que le confiere la Constitución de la República del 
Ecuador y la Ley Orgánica de la Función Legislativa, dis-
cutió y aprobó el COGEP en el que se dedica el título II 
del libro III sobre “Disposiciones comunes a todos los pro-
cesos” a los capítulos concernientes a la prueba; en estos 
se estipulan entre otras cuestiones: el propósito, oportuni-
dad de presentación, admisibilidad, conducencia y perti-
nencia, necesidad, valoración, derecho de contradicción 
de la prueba, prueba nueva y prueba para mejor resolver, 
que serán objeto de análisis en este estudio.

Devis-Echandía citado por Sanabria-Orna (2016), estima 
que la prueba es utilizada en un proceso para convencer 
al administrador de justicia sobre las pretensiones conte-
nidas en la demanda y la objeción a la misma.

Según Serra Domínguez citado por Guarderas (2017), 
el fin de la prueba consiste en acercarse lo más posible 
a la realidad de los hechos. Ciertamente lo que interesa 
del proceso es que las afirmaciones de las partes, con-
cordes o no con la realidad, sean declaradas positivas 
o negativas. Esto no significa que el proceso transcurra 
totalmente aislado de la realidad, es precisamente una 
de las funciones de la prueba lograr la traslación de los 
hechos de la realidad del proceso.

De acuerdo con los arts. 158 del COGEP y 453 del Código 
Orgánico Integral Penal (COIP), la prueba tiene por fina-
lidad llevar al juzgador al convencimiento de los hechos 
y circunstancias controvertidos, los sostenidos afirmados 
por una de las partes procesales y negados la contra-
parte. Su propósito es persuadir a la jueza o juez de la 
veracidad de los hechos y circunstancias litigadas. 

El novedoso sistema judicial por audiencia, representa un 
reto a la forma de pensar y actuar a todos los abogados. 
Uno de los principales cambios se evidencian en la forma 
de presentación de la demanda, la cual debe contener 
entre otras cosas el anuncio de todas las pruebas que el 
actor pretenda hacer valer en el juicio para alcanzar una 
sentencia a su favor. En el sistema anterior, se debía es-
perar a la apertura del término probatorio, para presentar 
las pruebas (Torres-Hermosa, 2017).

Al respecto en el articulado del COGEP se establece que 
“Oportunidad. La prueba documental con que cuenten 
las partes o cuya obtención fue posible se adjuntará a la 
demanda, conevidenceación a la demanda, reconvención 
y conevidenceación a la reconvención, salvo disposición 
en contrario.
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La prueba a la que sea imposible tener acceso deberá 
ser anunciada y aquella que no se anuncie no podrá in-
troducirse en la audiencia, con las excepciones previstas 
en este Código.

Todo documento o información que no esté en poder de 
las partes y que para ser obtenida requiera del auxilio 
del órgano jurisdiccional, facultará para solicitar a la o al 
juzgador que ordene a la otra parte o a terceros que la 
entreguen o faciliten de acuerdo con las normas de esta-
blecidas en el COGEP.

La práctica de la prueba será de manera oral en la au-
diencia de juicio. Para demostrar los hechos en contro-
versia las partes podrán utilizar cualquier tipo de prue-
ba que no violente el debido proceso ni la ley”. (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2016)

En este artículo se explicita el momento u oportunidad 
de presentación de la prueba; generalmente esta debe 
anexarse a la demanda, conevidenceación a la deman-
da, reconvención y conevidenceación a la reconvención.

Para ello es necesario que la diligencias de los aboga-
dos antes de presentar los actos de proposición, se en-
foquen en la consecución de las pruebas suficientes y 
necesarias a presentar con su demanda. La regla general 
como se expresa en el artículo 159 es que la demanada 
se acompañe de toda prueba; en cuanto a la prueba que 
sea imposible el acceso al interesado, que no esté en su 
poder y/o que haya sido negada su entrega, es preciso 
demostrar este impedimento, para lo cual se deben pre-
sentar las peticiones de documentos o diligencias a la 
entidad y/o persona pública o privada, que no atendió la 
solicitud o se negó a la entrega y solicitar el auxilio de la 
intervención judicial. La prueba a la que sea imposible 
tener acceso también debe ser anunciada (Castañeda, 
2018).

Esta nueva forma de proceder en la presentación de la 
prueba facilita la determinación temprana del grado de 
contradicción en los hechos que se alegan. Además, per-
mite el conocimiento de la prueba aportada por la con-
traparte, los términos de la confrontación jurídica, para 
asumir estrategias que eviten controversias judiciales, 
viabilizar acuerdos y posibilitar allanamientos sin ma-
yores costos y en el menor tiempo (Ecuador. Asamblea 
Nacional, 2016). 

El COGEP, es riguroso en cuanto a la admisibilidad de la 
prueba, de forma precisa establece que ésta deberá ser 
pertinente, conducente y útil; lo que aparece regulado en 
el artículo 160, que expresa: “Admisibilidad de la prueba. 
Para ser admitida, la prueba debe reunir los requisitos de 
pertinencia, utilidad, conducencia y se practicará según 

la ley, con lealtad y veracidad. La o el juzgador dirigirá el 
debate probatorio con imparcialidad y estará orientado a 
esclarecer la verdad procesal. En la audiencia preliminar 
la o el juzgador rechazará de oficio o a petición de parte 
la prueba impertinente, inútil e inconducente. La o el juz-
gador declarará la improcedencia de la prueba cuando 
se haya obtenido con violación de la Constitución o de 
la ley. Carece de eficacia probatoria la prueba obtenida 
por medio de simulación, dolo, fuerza física, fuerza mo-
ral o soborno. Igualmente será ineficaz la prueba actuada 
sin oportunidad de contradecir. La resolución por la cual 
la o el juzgador decida no admitir alguna prueba podrá 
apelarse con efecto diferido. De admitirse la apelación, la 
o el juzgador superior ordenará la práctica de la prueba, 
siempre que con ella el resultado pueda variar fundamen-
talmente”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2016)

En el GOGEP se instaura la existencia de un procedi-
miento con estructuras básicas, que sea flexible, adap-
table y racional. En los procedimientos ordinario, sumario 
y ejecutivo se preveé el momento de presentación de la 
prueba. En el procedimiento ordinario, aplicable a todas 
las causas que no tengan una vía de sustanciación pre-
viamente en la ley, se norman dos audiencias, la prelimi-
nar y la de juicio; en la primera audicencia la jueza o el 
juez tendrá la oportunidad de sanear el proceso, admitir 
la prueba anunciada y presentada, resolver los puntos de 
debate, decidir sobre la participación de terceros, sobre 
el litisconsorcio, convalidar o subsanar aspectos forma-
les, entre otros. Lo cual brinda a los órganos de justicia y 
a las partes procesales la invaluable oportunidad de in-
teractuar, de revisar el proceso en forma íntegra de tal 
forma que no adolezca de vicios o pueda ser depurado.

Para los procesos con audiencia única, se prevén dos 
fases, la primera: el saneamiento del proceso, la introduc-
ción de la prueba, los alegatos y la segunda: la resolu-
ción, con las mismas connotación de las ya analizadas. 
La audiencia preliminar y la primera fase son el momento 
procesal exacto en donde el abogado tiene la posibilidad 
de mostrar a la jueza o juez, que lo indicado de forma oral 
en el alegato de apertura, tiene un sustento fáctico que se 
ha producido de forma adecuada en el momento preciso, 
con lo cual no sólo debe convencer al juzgador que las 
pretensiones son justas, sino además, que están apega-
das a derecho; de lo contrario se corre el riesgo de que 
la o el juzgador rechacen de oficio o a petición de la otra 
parte al considerar la prueba inconducente, impertinente 
e innecesaria (Hidalgo, 2016; Torres-Hermosa, 2017).

Lo que es contemplado en los artículos 161 y 162 del 
COGEP. Referente a la conducencia pertinencia la 
Asamblea Nacional (2016) expresa: “Conducencia y 
pertinencia de la prueba. La conducencia de la prueba 
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consiste en la aptitud del contenido intrínseco y particular 
para demostrar los hechos que se alegan en cada caso. 
La prueba deberá referirse directa o indirectamente a los 
hechos o circunstancias controvertidos”.

Así, se deja establecido que la prueba debe ser estricta-
mente referente al hecho directa o indirectamente o a las 
circunstancias inherentes y que permita su demostración. 
Sin estas cualidades la prueba puede ser refutada. 

Al respecto Pallares, citado por Illescas, (2016), conside-
ra que “sólo deben admitirse como objeto de la prueba 
los hechos que se controvierten en el juicio y que tengan 
influencia sobre la decisión que ha de pronunciar el juez”. 
(p. 20)

Respecto a la necesidad de la prueba en el artículo 162, 
se dispone que “deben probarse todos los hechos alega-
dos por las partes, salvo los que no lo requieran… La o el 
juzgador no podrá aplicar como prueba su conocimiento 
propio sobre los hechos o circunstancias controvertido”. 
(Ecuador. Asamblea Nacional, 2016)

En este enunciado se establece tácitamente que la prue-
ba es necesaria para probar las alegaciones sobre los 
hechos y la imposibilidad del empleo por parte del juzga-
dor de los conocimientos propios sobre el caso en litigio. 

En el artículo 164, se instituye lo relativo a la valoración de 
la prueba por el juzgador, en tal sentido se expresa: “Para 
que las pruebas sean apreciadas por la o el juzgador de-
berán solicitarse, practicarse e incorporarse dentro de los 
términos señalados en este Código. La prueba deberá ser 
apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la 
sana crítica, dejando a salvo las solemnidades prescritas 
en la ley sustantiva para la existencia o validez de cier-
tos actos. La o el juzgador tendrá obligación de expresar 
en su resolución, la valoración de todas las pruebas que 
le hayan servido para justificar su decisión”. (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2016)

Se garantiza así el cumplimiento de los preceptos esti-
pulados por la ley sobre la prueba y la obligación de los 
juzgadores de emitir la valoración de las pruebas tenidas 
en consideración para resolver el caso. 

Con estas disposiciones sobre la admisibilidad de la prue-
ba se simplifican los procedimientos, de forma tal que los 
medios probatorios sirvan ciertamente para contribuir a la 
toma de decisión por parte de la jueza o el juez para la 
resolución del caso. Lo que de ninguna manera afecta el 
derecho a la defensa, por el contrario, se otorga la mayor 
amplitud al derecho de presentar pruebas a cada una de 
las partes procesales, las que serán evaluadas dentro de 
los principios generales de contradicción, oportunidad y 
pertinencia (Asamblea Nacional, 2016).

Afrimación que se avala con lo dispuesto en los artículos 
165 y 166 del COGEP donde se estipula el derecho de con-
tradicción la prueba y la prueba nueva, respectivamente:

“Derecho de contradicción de la prueba. Las partes tie-
nen derecho a conocer oportunamente las pruebas que 
se van a practicar, oponerse de manera fundamentada y 
contradecirla”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2016)

Grantizando así la posibilidad de la introducción de prue-
ba nueva, en los casos necesarios, lo que se legisla en 
el siguiente artículo: “Prueba nueva. Se podrá solicitar 
prueba no anunciada en la demanda, conevidenceación 
a la demanda, reconvención y conevidenceación a la re-
convención, hasta antes de la convocatoria a la audiencia 
de juicio, siempre que se acredite que no fue de conoci-
miento de la parte a la que beneficia o que, habiéndola 
conocido, no pudo disponer de la misma. La o el juzgador 
podrá aceptar o no la solicitud de acuerdo con su sana 
crítica”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2016)

Estas transformaciones en el sistema procesal no solo 
implica cambios en la manera de proceder el abogado, 
también en las funciones del juez y de la interpretación 
de las normas procesales; respecto al ámbito probatorio, 
específicamente a la prueba para mejor resolver (Correa, 
2018). Tal como se puede apreciar en el artíuculo 168 
del COGEP, donde se expresa: “La o el juzgador podrá, 
excepcionalmente, ordenar de oficio y dejando expresa 
constancia de las razones de su decisión, la práctica de la 
prueba que juzgue necesaria para el esclarecimiento de 
los hechos controvertidos. Por este motivo, la audiencia 
se podrá suspender hasta por el término de quince días”. 
(Ecuador. Asamblea Nacional,  2016)

En virtud de este artículo la jueza o el juez quedan faculta-
dos en caso excepcional para ordenar la prueba necesa-
ria que contribuya a la toma de decisión para la solución 
del conflicto, para lo cual puede contar con un lapso no 
mayor de quince días.

CONCLUSIONES

El Estado ecuatoriano, como un paso más en su empeño 
por ajustar el sistema judicial al marco legal instaurado 
por la Constitución de la República en el 2008, aprobó el 
COGEP, que entró en vigor el 23 de mayo del 2016, en 
donde instaura la audiencia, que exige de los abogados 
un nuevo comportamiento procedimental en la presen-
tación de la demanda, que contempla como novedad la 
inclusión de todas las pruebas. 

El análisis realizado al texto constitucional supone este 
como el marco legal en el que se sustenta los elemen-
tos constitucionales que rigen la prueba, aludiendo al 
derecho al debido proceso y a la seguridad jurídica; se 
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reconoce la imparcialidad, la eficacia probatoria. Brinda 
las bases sobre las cuales el juzagador ejecuta su opera-
ción intelectual para materializar la justicia objetiva.

El articulado del COGEP garantiza las normas constitu-
cionales y las legislaciones de Ecuador, que rigen el uso 
de la prueba, como actividad, medio y resultado, estable-
cen los cauces que afianzan el derecho al debido proce-
so, sobre la base de los límites de la prueba. 

En este novedoso código se estipulan entre otras cuestio-
nes: el propósito, oportunidad de presentación, admisibi-
lidad, conducencia y pertinencia, necesidad, valoración, 
derecho de contradicción de la prueba y prueba nueva. 
Estableciendo en su articulado que: 

 • La prueba tiene como propósito llevar al juzgador al 
convencimiento de los hechos y circunstancias con-
trovertidos, los sostenidos afirmados por una de las 
partes procesales y negados la contraparte

 • El anuncio en la demanda de todas las pruebas e in-
clusión de las documentales. La práctica de la prueba 
será de manera oral en la audiencia de juicio

 • La prueba para ser admitida debe reunir los requisitos 
de pertinencia, utilidad, conducencia

 • Para que las pruebas sean apreciadas por la o el juz-
gador deberán solicitarse, practicarse e incorporarse 
dentro de los términos señalados en el COGEP

 • Las partes tienen derecho a conocer oportunamente 
las pruebas que se van a practicar, oponerse de ma-
nera fundamentada y contradecirlas

 • La prueba nueva hasta antes de la convocatoria a la 
audiencia de juicio

 • El juzgador está facultado excepcionalmente a orde-
nar la práctica de la prueba necesaria; para lo cual 
puede suspender la audiencia hasta por el término de 
quince días.

Por lo anteriormente expuesto podemos afirmar que en 
los elementos constitucionales de la prueba relacionados 
con el COGEP, se encuentran parámetros que aluden al 
ejercicio del derecho a la prueba y su adecuado empleo 
en el sistema judicial. Lo que supone el efectivo acceso a 
la justicia y el derecho al debido proceso como garantía 
constitucional para ofrecer seguridad jurídica en el siste-
ma probatorio.
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